	Fecha
	22 de abril de 1963
	Sesión número
	15

	Motivo: Amparo

	Recurrente: JOSÉ FRANCISCO ROMERO SÁENZ

	Recurrido: MINISTRO DE GOBERNACIÓN Y COMANDANTE DE PLAZA DE HEREDIA

	Objeto del recurso: Alega el recurrente que funcionarios de la Guardia Civil y de Hacienda Fiscal allanaron su casa de habitación, empujando la puerta de calle sin consentimiento, registrando objetos, papeles y se llevaron algunas revistas, un dibujo a crayón, algunos grabados y una carta privada. Alega violación de los artículos 23, 24, 28 y 45 de la Constitución Política.

	Respuesta del recurrido: Informa el Comandante de Plaza de Heredia, que recibió instrucciones de practicar un registro en casa del recurrente por cuanto tenía informes de que era muy posible que hubiera armas.  Que procedieron al registro encontrando una cantidad de propaganda comunista. Informa el Ministro de Gobernación que en vista de la Conferencia de Presidentes de Centroamérica, con el de los Estados Unidos de Norteamérica, procedió a dictar medidas con el objeto de evitar la circulación de propaganda susceptible de ser calificada de marxista o de subversiva, de conformidad con el Decreto N° 37 de 21 de julio de 1954.

	Parte dispositiva
	Se declara sin lugar.  Circunstancias extraordinarias situaban al Gobierno y a la República en caso de gran responsabilidad, como fue la visita al país de los Presidentes de los Estados Unidos de América y Centroamérica. Por esa razón, el recurrido reiteró la ejecución del decreto ejecutivo N° 37 del 21 de julio de 1954, con el fin de extremar sus precauciones para garantizar la seguridad personal, el respeto debido a sus altas investiduras, y evitar la circulación de propaganda comunista escrita, especialmente de ataque a los gobiernos democráticos. Las autoridades de policía, al entrar en el domicilio del recurrente, procedieron así fue por la sospecha de que en él se guardaban armas y por exigirlo así la urgencia del caso y a fin de evitar que la diligencia resultare inútil.  El registro fue practicado por subalternos de la Inspección General de Hacienda, quienes en persecución de artículos de prohibida introducción al país, como pueden ser las armas y lo es la literatura de tendencia comunista, pueden cumplir el registro. Los Magistrados Baudrit, Valle, Quirós y Ramírez declaran sin lugar el recurso. El Magistrado Porter votó por archivar el recurso. 


N° 15
SESIÓN ORDINARIA DE CORTE PLENA celebrada a las catorce horas del día veintidós de abril de mil novecientos sesenta y tres, con asistencia de los señores Magistrados Baudrit, Presidente; Valle, Quirós, Ramírez, Ávila, Bejarano, Jacobo, Soto, Trejos, Calzada, Fernández, Jugo y Porter. 
Artículo VI
Se conoció del recurso de Amparo establecido por José Francisco Romero Sáenz, inicialmente, incoado ante el Juez Penal de Heredia, contra el señor Ministro de Gobernación y el señor Comandante de Plaza de Heredia, en el cual el recurrente alega:  “Ayer, alrededor de las nueve y media horas, irrumpieron intempestivamente en mi casa de habitación Jesús Benavides Arce, Delfín Chacón, Miguel Ángel Oviedo y Lesmes Chaves, el primero sargento de Guardia Civil y los otros tres, cuyos segundos apellidos ignoro, guardias de Hacienda Fiscal, mayores, costarricenses, y vecinos de aquí, habiendo penetrado empujando la puerta de calle, sin consentimiento ni mío ni de mis familiares.  Cuando los vi ya estaban bien adentro, después de pasar por la sala y el zaguán.  Nos encontrábamos en la casa yo, mis hijos y dos personas más.  No obstante mi vehemente protesta y mi advertencia de que aquella imposición constituía un allanamiento domiciliario, atropello a mis derechos constitucionales, los dichos guardias se dedicaron a revolver y registrar objetos y papeles por todos los muebles y rincones de la casa, y finalmente, se llevaron algunas revistas, un dibujo a crayón y algunos grabados. También una carta privada, luego de haber leído varias que sacaron de mi armario.-  Vengo muy respetuosa y ciudadanamente a interponer ante usted Recurso de Amparo contra los susodichos guardias y también, de acuerdo con la Ley de Amparo contra cualesquiera otras autoridades superiores de que haya podido emanar la arbitraria orden que los llevó a violar las sagradas puertas de mi domicilio. Me fundo en los artículos: 23 de la Constitución Política; en el 28 y en el 45 de la misma; pues se me ha inquietado sin ninguna causa; se ha allanando mi domicilio y se ha violado mi propiedad llevándose caprichosamente algunas de mi pertenencias.  También se violó y sustrajo correspondencia privada, con flagrante violación del artículo 24 de la Constitución.-  Señor Juez: Ninguna orden de autoridad ni ninguna ley autoriza a nadie para atropellar a capricho los derechos y garantías individuales.  Si vivimos en un régimen de derecho y no de una dictadura; si aun en Costa Rica podemos decir que se respetan Constitución y Leyes, restablézcase por imperio de ley el goce a que soy acreedor del respeto de las autoridades.  Tengo derecho a ser amparado como ciudadano por los Tribunales de justicia, que ordenarán además a las autoridades transgresoras abstenerse en lo sucesivo de iguales atropellos.  Así lo pido a tenor de la Ley de Amparo.  Para que declaren sobre los hechos, que presenciaron, están las siguientes personas: Mis hijos José Luis Romero Campos y Edwin Romero Campos, mayores, casado el primero, soltero el otro, zapateros y de este vecindario.  Oscar Loría Ramírez y Carlos Paniagua Hernández, casado el primero, soltero el segundo, mayores, zapateros y vecinos todos de aquí.”

El señor Comandante de Plaza y Guardia Civil de Heredia, en oficio dirigido al Juez Penal del lugar,  informa:   “El día 27 de febrero de 1963, a las 9:45 horas recibí instrucciones de la comandancia, con el fin de que pidiera dos miembros del Resguardo Fiscal para que practicaran un registro en casa de Francisco Romero S. la cual está ubicada en Av. 10 y 12 Calle 0.  Este registro era necesario hacerlo por cuanto la comandancia tenía informes de que en dicha casa era muy posible que hubieran armas.  Esto último lo informaron a esta comandancia varias personas, quienes por temor a represalias de los comunistas, no quisieron dar sus nombres.-  Una vez en esta comandancia los dos miembros del Resguardo Fiscal local, salimos en el vehículo propiedad el Capital Carlos Ramírez, el Guardia Civil Delfín Chacón Arias, el suscrito acompañando a los mencionados Guardas Fiscales.-  Una vez que nos constituimos en la casa del señor Romero, tocamos una puerta, la cual no era la indicada, pues saló de inmediato una señora que desconozco y nos manifestó que esa puerta estaba condenada, es decir, estaba cerrada y sellada por dentro y que por lo tanto no se comunicaba con el interior de la casa, pero que si era de la misma casa de Romero.  Luego salió el señor Romero y nos invitó a que pasáramos adelante y que no nos quedáramos parados en la puerta, por lo que los señores del Resguardo Fiscal procedieron a entrar a la mencionada casa haciendo un registro encontrando únicamente una cierta cantidad de propaganda comunista.-  No omito manifestarle que nosotros los miembros de la Guardia Civil nos limitamos a proteger y a observar a los Guardas Fiscales.  A pesar de que el señor Romero nos invitaba a que registráramos todo, sacando él mismo algunas gavetas, y otros muebles etc.  Además insistió en que debíamos registrar el cielo raso, cosa que no hicieron los del Resguardo por respeto y no rayar las paredes.  Este registro duró aproximadamente unos 15 minutos.  Queda así explicada mi actuación y la del Guardia Civil Delfín Chacón Arias.”

Por razón de competencia, el asunto pasó a conocimiento de esta Corte, y de la misma Comandancia del lugar, en virtud de resolución de este Tribunal, informó al Juez lo siguiente: “Conforme a lo solicitado por usted en su oficio N° 164, de fecha 8 de marzo del corriente, le informo que el suscrito le giró instrucciones al Sargento Jesús Benavides Arce, miembro de esta unidad, con el fin de que solicitara los servicios del Resguardo Fiscal de esta ciudad y que efectuaran el registro que nos trae al presente caso.  Se hizo lo anterior amparándonos en el oficio que dirigiera el señor Ministro de Gobernación, Lic. Francisco Urbina G. al Capitán Gonzalo Araya Fernández Jefe del Servicio de Inteligencia de Seguridad Pública, y con quien trabajamos en común acuerdo.- El oficio del señor Ministro de Gobernación dice literalmente lo siguiente: “Señor Capitán Gonzalo Araya F. Jefe del Servicio de Inteligencia Pte. Estimado señor: Tengo informes de que en estos días está circulando gran cantidad de literatura tendiente a subvertir el orden en el país, inspirado por elementos de ideología marxista.  El Poder Ejecutivo, como responsable de la seguridad de la ciudadanía, no puede permitir que personas ajenas a nuestros sentimientos democráticos traten de alterar la paz, por lo que estimaré, en asocio de Resguardo Fiscal, proceder a decomisar toda aquella propaganda susceptible de ser calificada marxista y subversiva, para que al tenor del Decreto Ejecutivo N° 37 del 21 de julio de 1954, sea sometida al examen de la Junta Consultiva de Publicaciones.  De usted con toda consideración. Francisco Urbina G. Ministro de Gobernación.” 

El señor Ministro de Gobernación, en el informe suyo dice: “Este Despacho, en vista de la Conferencia de Presidentes de Centroamérica, con el de los Estados Unidos de Norteamérica, procedió a dictar las medidas pertinentes con el objeto de que se evitar hasta donde fuera posible, la circulación de propaganda susceptible de ser calificada de marxista o de subversiva, entre las cuales, se encuentra el oficio dirigido al señor Capitán Gonzalo Araya F., Jefe del Servicio de Inteligencia, en el cual se le solicitó que decomisara esa clase de propaganda en asocio el Resguardo Fiscal, para que la misma, sea sometida conocimiento de la Junta Consultiva de Publicaciones, de conformidad con lo dispuesto por el Decreto N° 37 de 21 de julio de 1954, que prohíbe la publicación, importación, venta, exhibición, o circulación de folletos, revistas, libros y otros escritos impresos o no, y de los grabados, figuras o estampas, que fueren: de ideología o tendencias comunistas.– Estas medidas, dictadas por el Poder Ejecutivo, como responsable de la seguridad de la ciudadanía y como encargado de velar porque la Conferencia dicha se realizara dentro de un régimen de seguridad para nuestros ilustres, visitantes, dieron resultado, de que la misma se celebrara dentro de un ámbito de paz y sin las molestias que pudieron haber surgido, si se hubiera permitido, que esa clase de propaganda circulara en una forma abierta.”
Previa deliberación, se dispuso declarar sin lugar el recurso, con base en las siguientes razones: El recurrente Francisco Romero Sáenz funda el recurso de amparo en estudio, en que el Sargento de la Guardia Civil Jesús Benavides Arce, los miembros del Resguardo Fiscal Delfín Chacón, Miguel Ángel Oviedo y Lesmes Chaves y los superiores de estas autoridades de quienes recibieron órdenes, irrespetaron contra él las garantías individuales que protegen los artículos 23, 28 y 45 de la Constitución Política, al irrumpir intempestivamente en su casa de habitación, practicarle un registro y decomisarle algunas revistas, un dibujo en crayón y algunos grabados.-
De la documentación que obra en el expediente aparece que las autoridades de policía procedieron de eso modo, por haber recibido informes confidenciales, de personas que no quisieron dar su nombre para evitar represalias comunistas, de la posibilidad de que en dicha casa hubiera armas, (ver oficio de la Comandancia de Heredia, folio 3), y en acato también, del oficio que el señor Ministro de Gobernación dirigió al Jefe del Servicio de Inteligencia, Capitán Gonzalo Araya, concebido en estos términos: “Señor Capitán Gonzalo Araya F. Jefe del Servicio de Inteligencia. Pte. Estimado señor: Tengo informes de que en estos días está circulando gran cantidad de literatura tendiente a subvertir el orden en el país, inspirada por elementos de ideología marxista.
El Poder Ejecutivo, como responsable de la seguridad de la ciudadanía, no puede permitir que personas ajenas a nuestros sentimientos democráticos traten de alterar la paz, por lo que estimaré, en asocio de Resguardo Fiscal, proceder a decomisar toda aquella propaganda susceptible de ser calificada marxista y subversiva, para que al tenor del Decreto Ejecutivo N° 37 de 21 de julio de 1954, sea sometida al examen de las Junta Consultiva de Publicaciones.  De usted con toda consideración. Francisco Urbina G. Ministro de Gobernación”. (Ver informes de la Comandancia de la Guardia Civil de Heredia folio 8).

Las autoridades de policía referidas, en el registro de la casa del recurrente no encontraron armas, pero sí la literatura, grabados y objetos que se enlista así:

1 Bandera roja que presenta el distintivo de una hoz y un martillo.

2 Revistas (Principios).

4 Cartones de fotografías de Fidel Castro

1 Folleto Titulado “La Gran Guerra del Pueblo Soviético”

1 Folleto Titulado “La 2ª. Declaración de la Habana”

2 Folletos Titulados Tea

4 Revistas tituladas Problemas

1 Folleto titulado “Como ser comunista”

1 Programa y Estatutos

1 Periódico Adelante

1 Panfleto poligrafiado

1 Diario Comunista “Hoy”

1 Portafotos Cubano.

Los funcionarios y empleados del Gobierno citados no procedieron en una forma arbitraria con el proceder que se les inculpa, por las siguientes razones:

La orden ministerial que se ha trascrito, obedecía a circunstancias extraordinarias y especialísimas que situaban al Gobierno y a la República en caso de gran responsabilidad, como lo era la próxima visita al país, de los Presidentes de los Estados Unidos de América, de Panamá, de Guatemala, El Salvador, Honduras y Nicaragua, que se habían citado con el Presidente de nuestra República, a una conferencia en esta Capital.

El Gobierno de Costa Rica, tenía que extremar sus precauciones para garantizar la seguridad personal de esos distinguidos visitantes y el respeto debido a sus altas investiduras, mayormente por ser de conocimiento público la conducta combativa que el comunismo nacional e internacional mantiene contra los Gobiernos democráticos y sus representantes, y la antipatía que por otras razones, especialmente de orden político, nacionales y extranjeros mantienen contra algunos de esos mandatarios.
En estas condiciones el Gobierno de la República tenía que proveer, que la circulación de propaganda comunista escrita, especialmente de ataque a los gobiernos democráticos, podía provocar desórdenes que alteraran la tranquilidad del país, y la debida cortesía con que estaba obligado el país guardar a los ilustres visitantes, reiteró la ejecución del decreto ejecutivo N° 37 del 21 de julio de 1954, que declara prohibida la publicación, importación, venta, exhibición y o circulación de folletos, revistas, libros, grabados y otros escritos que sean de ideología o tendencias comunistas.  De ese modo tanto la orden impartida por el señor Ministro de Gobernación como la ejecución de ella por medio de las autoridades de policía, tenía basa legal.
En el caso concreto en estudio, si bien no se encontraron armas en casa del recurrente, el registro no fue infructuoso, pues la literatura y objetos aprehendidos por el Sargento de la Guardia Civil y los miembros del Resguardo Fiscal, tiene toda apariencia para encuadrar en la prohibición del citado Decreto Ejecutivo, y su aprehensión, por las razones expuestas, no ha sido arbitraria, ni alcanza a transgredir la garantía expresada en el artículo 45 de la Constitución Política, porque el apoderamiento de que las autoridades de policía han hecho de los referidos objetos y literatura, ha sido solamente preventiva, ya que conforme al citado decreto N°37, la calificación de ser de tenencia prohibida y el decomiso definitivo, corresponde resolverlo a la Junta Consultiva que el mismo establece.  Por similitud de razones, no ha sido trasgredida por las autoridades de policía, la garantía individual prevista en el artículo 28 de la carta fundamental.

Tampoco puede considerarse arbitrario el proceder de las autoridades de policía al entrar en el domicilio del recurrente, porque si así procedieron fue por la sospecha de que en él se guardaban armas, hecho que les hizo suponer, dada la proximidad de la visita de los Presidentes de naciones amigas, que podrían ser utilizadas para perturbar la tranquilidad pública o para atentados personales, por lo cual estaban llamados a proceder al registro de la casa con la rapidez que excepcionalmente les permite a las autoridades de policía el párrafo primero del artículo 229 del Código de Procedimientos Penales, por exigirlo así la urgencia del caso y a fin de evitar que la diligencia resultare inútil.  El hecho de que no resultara cierto que había depósito de armas en dicha casa, no es razón para inculpar a las expresadas autoridades, pues en las obligaciones de su cargo estaba, el investigar si las había o no, pues no podían permanecer inactivas ante las denuncias confidenciales que al respecto había recibido.  Por otra parte el registro fue practicado por subalternos de la Inspección General de Hacienda, quienes en persecución de artículos de prohibida introducción al país, como pueden ser las armas y lo es la literatura de tendencia comunista, pueden de negarse el propietario de una casa a permitirles el acceso a ella, cumplir el registro, como se entiende de lo dispuesto por los artículos 629 del Código Fiscal, relacionado con los incisos e) y f) del artículo 9 de la Ley N° 4 de 10 de setiembre de 1923.  No ha sido trasgredida tampoco en el caso por las autoridades que verificaron el registro la garantía de inviolabilidad del domicilio. Por todo lo expuesto el recurso no procede, y así se declara.
Los Magistrados Baudrit, Valle, Quirós y Ramírez, votaron también por declarar sin lugar el recurso, con apoyo en las siguientes razones: “La orden del señor Ministro de Gobernación, que simplemente recomienda el cumplimiento del Decreto Ejecutivo N° 37 de 21 de julio de 1954, no puede, evidentemente, contrariar derecho constitucional alguno.  El registro domiciliario practicado por orden de sus subalternos, y el decomiso de material que en definitiva puede ser calificado de ideología o tendencia comunistas, tiene apoyo en lo dispuesto por los artículos 229 del Código de Procedimientos Penales, 629 y 714 del Código Fiscal, 9° inciso c), e)  f) de la Ley de Resguardos, N° 4 de 10 de setiembre de 1923, y en el citado Decreto N° 37 de 1954.  Si se actuó, pues, al amparo y en cumplimiento de disposiciones legales, no puede estimarse en forma alguna que el proceder fura arbitrario y violatorio de los derechos constitucionales que se afirma transgredidos”.
El Magistrado Porter votó por archivar el recurso, porque a su juicio no se trata de materia de Amparo, sino de la determinación de si se ha cometido o no un hecho delictuoso, de competencia de los tribunales comunes.
